TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
[image: image1.png]


                     
               SALA CIVIL FAMILIA

                           PEREIRA – RISARALDA
[image: image2.png]


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO                                                                66001-31-10-004-2008-00067-01

         SALA CIVIL FAMILIA

                             PEREIRA – RISARALDA                  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

                     SALA CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, marzo nueve de dos mil nueve
Expediente 66001-31-10-004-2008-00067-01

Acta N° 87 de marzo 9 de 2009 

En la fecha, siendo las tres y treinta de la tarde (3:30 p.m.), día y hora señalados para continuar con la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal (privación de patria potestad) promovido por Sandra Liliana Mejía Monak, en representación de los niños Johnny Steven y Yanni Kevin Realpe Mejía, contra Johnny Alberto Realpe Medina, los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos, integrantes de la Sala Civil-Familia del Tribunal, en asocio de la secretaria de la misma, se constituyen en audiencia pública y declaran abierto el acto, al que no han comparecido las partes ni sus apoderados.  
Se dispone, entonces, la Sala a decidir el recurso de apelación que interpuso la demandante contra la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira el 17 de junio de 2008, de acuerdo con el proyecto presentado por el Magistrado Ponente, aprobado mediante el acta antes citada.

ANTECEDENTES

Solicitó la demandante que por el abandono total de los deberes de padre, se privara al demandado, señor Johnny Alberto Realpe Medina, de la patria potestad que ejerce sobre sus hijos Johnny Steven y Yanni Kevin Realpe Mejía, se le atribuyera esa potestad a ella de manera exclusiva, se ordenara la inscripción de la sentencia en los registros civiles de nacimiento de los niños y se condenara en costas al demandado. 

Los hechos que dieron sustento a sus pretensiones se pueden sintetizar en que de la relación surgida entre Sandra Liliana y Johnny Alberto procrearon a Yanni Kevin y Johnny Steven, quienes para la presentación de la demanda contaban con 9 años de edad; que el señor Realpe Medina abandonó el hogar y todas las obligaciones de padre frente a sus hijos desde el mes de marzo de 2000, es decir, cuando sus hijos apenas contaban con seis meses de nacidos; que durante la convivencia de la demandante con el demandado y la hija mayor de aquella de nombre “Leydi Johanna”, que no lo era de éste, y que para la época contaba con 8 años de edad, fueron sometidas constantemente a maltrato físico y sicológico por parte de Johnny Alberto; que ante esta situación aunado al hecho de que uno de los niños nació con el intestino pegado a sus pulmones que generaba un alto costo médico Realpe Mejía desde la fecha anotada abandonó el hogar y las obligaciones de padre dejando a sandra Liliana frente a sus hijos con esta función al igual que con los gastos económicos propios del hogar.
Continuó la exposición diciendo que la actora viajó a España en junio del año 2000 para procurar que su hijo fuera operado; una vez recuperado quiso regresar a Colombia para que el niño visitara a su familia pero  ello no fue posible porque si debía regresar a España no lo podría hacer en compañía de sus hijos al no contar con el permiso de su progenitor; terminó señalando que la única noticia que se tiene de éste es que viajó a España en el mes de marzo o abril del año 2000 pero no se conoce nada más de su paradero.
  



La demanda se admitió y se dispuso correr traslado al demandado y notificar a la Defensoría de Familia. Como no fue posible la notificación directa a Johnny Alberto se le designó curador, previo emplazamiento, con quien se surtió la respectiva notificación y le dio respuesta a la demanda; el auxiliar admitió como cierto el hecho primero y los demás, por no constarle, los remitió a prueba; no se opuso a las pretensiones ni formuló excepciones.
Convocadas las partes para la audiencia de que trata el artículo 432 del C. de P. Civil, se declaró la improcedencia de la conciliación; se desarrollaron las demás fases y se decretaron las pruebas pedidas por la actora, que se practicaron en su mayoría; a las partes se les dio la oportunidad de alegar de conclusión y se dictó sentencia en la que el juzgado, por no hallar probada la causal aducida por la demandante, esto es, el abandono, porque los testigos son de oídas y no han tenido la oportunidad de visitar a Sandra Liliana que se encuentra en el extranjero y por consiguiente no conocen directamente de los hechos constitutivos de la demanda, negó las pretensiones invocadas y condenó en costas a la actora.
Inconforme, ésta apeló el falló y sustentó allí mismo.  En síntesis, planteó que el despacho no apreció adecuadamente las declaraciones recibidas que dan cuenta del aludido abandono. 
En esta instancia, surtido el trámite de rigor, previo decreto y práctica de pruebas de oficio, se procede a resolver lo pertinente, previas estas:
CONSIDERACIONES
Los presupuestos procesales están cabalmente cumplidos y no se vislumbra vicio alguno que pueda dar al traste con lo actuado.

De los registros civiles de nacimiento de Johnny Steven y Yanni Kevin Realpe Mejía (f. 3 y 4, c. 1), se desprende la legitimación, por activa y por pasiva, para actuar en el proceso.

Radica la pretensión en que se prive al señor Johnny Alberto Realpe Medina de la patria potestad que ejerce sobre sus hijos Johnny Steven y Yanni Kevin por la causal prevista en el numeral 2 del artículo 315 del C. Civil, a la que remite el artículo 310 del mismo estatuto, esto es, por haberlos abandonado.

La potestad parental como mejor se denomina hoy la patria potestad, ha sido definida por el artículo 288 del C. Civil, subrogado por el artículo 19 de la Ley 75 de 1968 como “...el conjunto de derechos que la ley reconoce a los padres sobre sus hijos no emancipados, para facilitar a aquellos el cumplimiento de los deberes que su calidad les impone.”.

La misma norma, en su inciso segundo, modificado por el artículo 24 del Decreto 2820 de 1974, establece que el ejercicio de esos derechos sobre los hijos legítimos corresponde a los padres conjuntamente, a menos que uno de ellos los delegue total o parcialmente en el otro como lo permite el artículo 40 ibídem, al modificar el 307 del C. Civil,  y a falta de uno de ellos la ejercerá el otro. 

El cuidado personal de la crianza y educación de los hijos, que igualmente conlleva “...vigilar su conducta, corregirlos y sancionarlos moderadamente, dirigir de común acuerdo la educación moral e intelectual, de los hijos, colaborando en su crianza, sustentación y establecimiento ...” 
, son deberes que impone el artículo 253 del C. Civil para su correcto ejercicio, que la ley deposita en cabeza de los padres, en procura de la protección, el bienestar, la educación y, en general, el normal desarrollo de aquellos.
Más evidente es la cuestión ahora que el artículo 14 de la Ley 1098 de 2006 trajo como complemento de la patria potestad la obligación inherente a la orientación, cuidado, acompañamiento y crianza de los niños, las niñas y los adolescentes durante su proceso de formación, lo que incluye la responsabilidad compartida y solidaria del padre y la madre de asegurarse que aquellos puedan lograr el máximo nivel de satisfacción de sus derechos.
En virtud de ello el Código Civil colombiano en su artículo 310, que remite al artículo 315, impone el cumplimiento de tales deberes para la conservación de dicha potestad señalando, inclusive, sanciones para quienes los desconozcan, tales como la suspensión de la patria potestad o su pérdida de acuerdo con las circunstancias causantes de ese incumplimiento, entre las que se encuentra, en el numeral 2 de la última norma citada, la alegada por la demandante, es decir, el “...haber abandonado al hijo...”, que da lugar, se reitera, a la privación o pérdida de ese derecho. 

Quien falte a esas obligaciones, que son imposiciones de orden legal, mal puede continuar en ejercicio de sus derechos como representante de quienes no están en capacidad de responder por sí mismos, y menos aún con la administración del patrimonio de sus hijos no mayores de edad, lo que hace que las consecuencias derivadas del injusto abandono, consagradas en las citadas normas sean lógicas y razonables.
   



Para probar el supuesto fáctico, se recepcionaron en primera instancia las declaraciones de Flor Alba Marín y Hernando García, y en esta sede se convocaron nuevamente, la primera de ellas, porque, como ha dicho la Sala en otras ocasiones 
, fue incorporada al proceso después de precluida la oportunidad para pedir pruebas.  En todo caso, ni allí, ni aquí, sus dichos resultaban convincentes para demostrar el abandono del padre para con sus hijos.  En efecto, como dijo el juzgado en la sentencia, ambos son testigos de oídas, supuesto que lo que conocen de la situación deviene de los comentarios que la misma demandante o su progenitora les han hecho, pero no porque hubiesen percibido directamente la situación, si bien ni la demandante desde cuando viajó a España ha venido, ni ellos han ido. 
Por eso, con el propósito de establecer la verdad, se dispuso la recepción de otros testimonios, de los cuales sólo se logró uno que es suficiente, eso sí, para tener por establecida la causal que se invoca en la demanda. Se trata de Leydi Johana González Mejía, hija de la demandante, quien señaló que el demandado fue un hombre malo, que los maltrataba a todos y su relación con los niños era indiferente; dijo que ha sido la niñera de Johnny Steven y Yanni Kevin y hasta ha faltado al colegio; que el demandado nunca se interesó por sus hijos, a veces los echaba de la casa de su abuela, y en lo económico nunca ha velado por ellos; tampoco se ha comunicado con sus descendientes y no ha sido posible para Sandra Liliana localizarlo; por último, ratificó que ha vivido siempre con su madre y sus hermanos y que la única vez que aquella logró hablar con el demandado, le dijo que no lo molestara y la amenazó de muerte
 



Suficiente ilustración, pues, para decir que efectivamente Johnny Alberto Realpe Medina abandonó por completo las obligaciones de padre que le asisten en relación con Johnny Steven y Yanni Kevin.  No encuentra la Sala razón alguna para dudar de esta deponente, como quiera que ha compartido toda su vida con su familia y ha percibido de manera directa que en realidad el demandado incurrió en la causal alegada, despreocupándose del bienestar de sus hijos y desligándose de sus obligaciones de amor, cariño, afecto, protección, sostenimiento y demás cuidados que a sus descendientes debe prodigar un padre, lo que configura el abandono que señala el artículo 315 del C.C., y lo hace, por tanto, merecedor de la sanción que para estos casos prevé la ley.

De ahí que la sentencia deba ser revocada para, en su lugar, acceder a las súplicas de la demanda. 

Las costas de primera instancia serán a cargo del demandado y a favor de la demandante. En esta sede no se causan por el grado jurisdiccional que se resuelve.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia dictada el 17 de junio de 2008 por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, en el proceso verbal (privación de patria potestad) promovido por Sandra Liliana Mejía Monak en representación de los niños Johnny Steven y Yanni Kevin Realpe Mejía, contra Johnny Alberto Realpe Medina.
En su lugar, SE PRIVA al señor Realpe Medina del ejercicio de la patria potestad que tiene sobre ellos. 
Procédase a la inscripción de este fallo en los registros civiles de nacimiento de los niños.  Para tal fin, líbrese el oficio respectivo. 
Costas de primera instancia a favor de la demandante y a cargo del demandado.  En esta sede no se imponen. 

Lo aquí decidido queda notificado en estrados. No  siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma la presente acta, una vez leída y aprobada por los que en ella intervinieron.

 



Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                               CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

   



La Secretaria,

MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ

� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil,  sentencia de octubre 25 de 1984 


� Acta Nro. 147 de mayo 12 de 2007, proceso verbal de divorcio, demandante Jhon Jairo López Aguirre, demandada Elvia Vargas Abonce, rad. 2007-00333-01
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